
 
 
 
 

 
JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MORROA 

CALLE 4 Nº 3-27 RINCÓN, CENTRO – MORROA – SUCRE. 

CELULAR: 3007115608 

Correo Electrónico: j01prmpalmorroa@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

Morroa, Sucre, 05 de octubre de 2023 
 

Expediente No. 2019-00018-00 
 
 
Referencia: Proceso Ejecutivo Singular. 

Demandante:  RAMIRO OSWALDO JIMÉNEZ VERGARA.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        

Demandado: LUIS JOSÉ JIMÉNEZ VERGARA.  

 
  

ASUNTO 

Procede el despacho a pronunciarse respecto al recurso de reposición en subsidio 

de apelación interpuesto por el demandado LUIS JOSÉ JIMÉNEZ VERGARA, a 

través de apoderado judicial, contra el auto de fecha 26 de junio del año 2023, 

mediante el cual se tuvo por no valido el dictamen pericial presentado por la parte 

ejecutada. 

 
ANTECEDENTES 

 
En auto adiado 26 de junio de 2023, notificado en el estado N° 33 del día 27 del 
mismo mes y año, se resolvió en su parte resolutiva lo siguiente: “PRIMERO: Dejar 
sin efectos el auto calendado 9 de mayo de 2023 y que fuera registrado en el 
proceso radicado con el número 70473408900120180001800. SEGUNDO: 
Téngase por no válido el dictamen pericial allegado por la parte ejecutada, conforme 
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. TERCERO: 
Apruébase en todas y cada una de sus partes el avalúo comercial actualizado 
presentado por el perito – avaluador señor CARLOS CONTRERAS PEREZ, 
identificado con la C.C. No. 3.838.786 de Corozal, RAA AVAL – 3838786, RNA 
3992, por estar conforme a derecho.  
 
Contra esa determinación el apoderado de la activa interpuso el recurso que ahora 
se conoce.  
  

EL RECURSO 
 
Consideró que debía revocarse dicho auto, y en su lugar dar el trámite respectivo al 
dictamen pericial presentado por el señor ROSEMBERG ARROYO THERAN.  
 
Los motivos fundantes de su inconformidad se centran básicamente en la siguiente 
exposición, que al tenor ha expuesto: 
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ACTUACIÓN PROCESAL 
  
En aplicabilidad a lo estatuido en el inciso segundo del artículo 319 del C. G. P., en 
concordancia con lo previsto en el artículo 110 ibídem, del recurso de reposición 
presentado se corrió traslado secretarial a la parte contraria, la cual guardó silencio. 
 

PARA RESOLVER EL JUZGADO CONSIDERA: 

DEL AVALUO DE LOS BIENES EMBARGADOS Y SECUESTRADOS 

Establece el artículo 444 del Código General de Proceso que previa a la diligencia 

de remate se debe presentar el avaluó de los bienes, el cual se ciñe a las reglas allí 

previstas, precisando que tal estimado debe ser realizado por entidades o 

profesionales especializados. 

Frente a la idoneidad del peritaje, la Ley 1673 de 2013 que reglamente la actividad 

del avaluador, establece que a partir de su vigencia dicha labor se regirá 

exclusivamente por esta ley y aquellas normas que la desarrollen o la complementen 

Es así entonces que dicha disposición creo el Registro Único de Avaluadores en el 

cual deben inscribirse quienes desarrollan dicha actividad, conforme lo establece el 

artículo 23 que señala que “quienes realicen la actividad de avaluador están obligados a 

inscribirse en el Registro Abierto de Avaluadores, lo que conlleva la obligación de cumplir 

con las normas de autorregulación de la actividad en los términos del presente capitulo”. 

La acreditación de la inscripción es indispensable para la posesión en cargos, 

suscripción de contratos o realización de dictámenes técnicos que impliquen el 

ejercicio de la actividad de avaluador, conforme lo establece el artículo 21 ibídem que 

indica que “para utilizar el título de avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores, 

tomar posesión de un cargo de naturaleza pública o privada, participar en licitaciones, emitir 

dictámenes sobre aspectos técnicos de valuación ante organismos estatales o ante personas 

naturales o jurídicas de derecho privado, y demás actividades cuyo objeto implique el 

ejercicio de la actividad de avaluador en cualquiera de sus especialidades se debe exigir la 

presentación en original o mediante mecanismo digital, del documento que acredita la 

inscripción en el Registro Abierto de Avaluadores (RAA)”. 

De acuerdo con el recurso presentado por la parte ejecutada en este asunto, la 

inconformidad que plantea frente al avaluó del bien embargado y secuestrado en este 

proceso, es la desición tomada a través de auto adiado 26 de junio de 2023, de tener 



por no válido el dictamen pericial por el presentado, por falta de idoneidad y eficacia, 

pues no fue presentado por un avaluador debidamente registrado en la RAA.  

Antes de resolver de fondo el recurso de reposición impetrado contra dicha providencia, 

encuentra este despacho Judicial, que las razones discutidas por el demandado no poseen 

fundamento alguno, toda vez, que si bien es cierto que el Código General del Proceso en 

su artículo 48, específicamente en el numeral 2 establece las directrices para llevar a cabo 

la designación de los peritos, esta instancia no puede desconocer lineamientos básicos del 

ejercicio judicial, tal y como lo es la interpretación sistemática de las norma, interpretación 

esta, la cual preceptúa que la misma debe entenderse como un todo coherente, no puede 

analizarse en forma aislada de los demás preceptos que puedan tener consonancia con 

ella, en tal razón, en principio es acertada la determinación tomada por esta Judicatura al no 

aceptar el experticio de la referencia por no cumplir con los requisitos establecido en la Ley 

1673 del 2013. 

De igual manera, procede esta judicatura a verificar si en efecto, la exigencia del registro del 

perito o profesional experto en el Registro Único de Avaluadores -RUA, es discriminatorio 

de los requisitos de validez y eficacia del experticio. Frente a tal situación, sea menester 

expresar que a través de la Ley 1673 de 2013, se reglamentó la actividad del avaluador y 

se dictaron otras disposiciones referentes con el ejercicio de esta profesión, permitiendo a 

los que desarrollaren este tipo de valías acogerse a un Registro Único, en donde pudieren 

acreditar su experiencia, y a través de ello obtener seguridad jurídica y mecanismos de 

protección de la valuación.  

Según lo preceptuado por la referenciada ley, en los procesos donde se pretenda la 

realización de experticias de esta índole, es obligación de los avaluadores estar inscritos en 

el Registro Abierto de Avaluadores – RAA, puesto que la citada norma, en su artículo 

tercero, establece que para obtener tal calidad es necesario dicho requisito. Al respecto se 

transcribe: 

“Artículo 3°. Definiciones. Para efectos de la presente ley se entenderán como: 

c) Avaluador: Persona natural, que posee la formación debidamente reconocida para 

llevar a cabo la valuación de un tipo de bienes y que se encuentra inscrita ante el 

Registro Abierto de Avaluadores” 

De lo anterior, es plausible concluir, que para obtener la calidad de avaluador es obligación 

de registrarse ante tal base de datos, aun cuando se tenga la experiencia necesaria y se 

cuente con una trayectoria reconocida en el desarrollo de esta actividad. Es ésta concreta 

definición el punto de partida para que el legislador a través de los Decretos 556 del 2004, 

2046 del 2014, y el 458 del 2015, ampliara el plazo establecido del régimen de transición, el 

cual se creó con el fin de que aquellas personas que realizaren este tipo de experticias antes 

de la expedición de esta norma, pudieren acogerse sin necesidad de demostrar formación 

académica alguna, siempre en aras de reconocer la experiencia y el conocimiento adquirido 

a través de la práctica.  

Así las cosas, una vez finalizado dicho régimen de transición, se entiende prohibido el 

ejercicio de la actividad por quien no se encuentre inscrito en el Registro Abierto de 

Avaluadores a través de una entidad reconocida de autorregulación, de lo contrario, la 

persona que realice cualquier acto comprendido en el ejercicio de la actividad valuatoria, sin 

estar inscrito, incurrirá en ejercicio ilegal de la actividad de valuación, lo cual conlleva varias 



sanciones de orden civil, administrativo, y penal1. 

Claro está entonces, que tal determinación no procede de un actuar infundado por este 

operador, así como tampoco implica que esta instancia haya incurrido en un error por no 

tener en cuenta los conocimientos y trayectoria del perito, sino de una condición establecida 

por la norma, toda vez, que aun cuando el suplicante manifieste que el señor ROSEMBERG 

ARROYO THERAN posee experiencia por tener años de ser miembro en la Lista de 

Auxiliares de la Justicia, conforme los nombramientos efectuados por varios juzgados, el 

mismo no se acogió a lo dispuesto por la ley, ignorando el mentado régimen de transición, 

y con ello, careciendo del respectivo registro ante tal base de datos, lo que conlleva a que 

este operador judicial no realice un análisis de fondo del estudio realizado para determinar 

la validez y eficacia del mismo, en vista de que tal situación es suficiente para dar la negativa 

en su aprobación. 

En cuanto a la afirmación que hace de inscripción del señor ROSEMBERG ARROYO 

THERAN en el Registro Abierto de Avaluadores, lo cual pretende demostrar con las 

siguientes certificaciones: 

  

                                                           
1 Tomado de “Comentarios a la nueva ley del avaluador”, Primera Edición, Autores: Ramón Madriñan Rivera 
y María Pérez Sánchez. 



 

Es menester indicar, en primer lugar que no son estas suficientes para acreditar y dar por 

válida la inscripción del señor ROSEMBERG ARROYO THERAN en el Registro Abierto de 

Avaluadores, y en segundo plano, que  este Juzgado a través de la secretaría efectuó 

labores de verificación en la página oficial de la RAA, respecto de los peritos de las partes 

ejecutantes y ejecutada para consultar sobre su inscripción, obteniendo la siguiente 

información: 



 

 

 



 

Notese que arroja como resultado que el señor CARLOS ALBERTO CONTRERAS 

PÉREZ, -Código aval 3838786- se encuentra inscrito y activo desde el 23 de mayo de 2018, 

caso contrario del señor ARROYO THERAN -Código aval 6808085-, cuya consulta confirma 

que no se ha encontrado registrado como avaluador 

Así las cosas, no podría ser otro el proceder de este despacho al improbar el avaluó 

aportado en esta instancia, al no encontrarse acreditado en el mismo, ni en ninguna parte 

del plenario que el señor ARROYO THERAN estuviere registrado ante el Registro Único de 

Avaluadores –RAA, incumpliendo con ello los preceptos establecidos en la ley 1673 del 

2013. 

Ahora bien, en aras de esclarecer la súplica propuesta por la parte pasiva del presente 

proceso,  se torna necesario ilustrar la finalidad que tiene este requisito, y la razón de su 

adopción por la ley en el desarrollo de los negocios que tienen la necesidad de acudir a la 

realización de este tipo de valías. Al respecto, el legislador en aras de salvaguardar el interés 

general, y en la búsqueda de prevenir los riesgos sociales de inequidad, injusticia, 

ineficiencia, restricción del acceso a la propiedad, falta de transparencia y posible engaño a 

los compradores, vendedores y demás interesados, estableció este requisito del registro de 

aquellas personas que tuvieren conocimiento en el tema, ya sea por los títulos profesionales 

obtenidos a través de instituciones académicas,  o  en su defecto, por una trayectoria en el 

ejercicio de este tipo de procedimientos. 

Frente a los dictámenes periciales, la norma, en su tenor, establece condiciones especiales 

para la realización de los mismos, así las cosas se tiene que: 



“Artículo 22. Dictámenes periciales. El cargo o la función de perito, cuando el 

dictamen comprenda cuestiones técnicas de valuación, se encomendará al 

avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores (RAA) en los 

términos de la presente ley y cuya especialidad corresponda a la materia 

objeto del dictamen.” 

De lo transcrito, avizora la judicatura, que en efecto es esencial la formalidad de la 

inscripción, máxime, cuando se trata de un dictamen pericial el asunto a decidir, pues si bien 

la norma propende porque tales dictámenes sean realizados por personas especializadas 

en la materia específica, no desplaza la necesidad de que se efectué el registro por parte 

del perito o avaluador, situación está, que respalda que en ningún momento este operador 

judicial ha incurrido en yerro alguno al no ratificar lo contenido en el mismo.  

En igual sentido, esta medida está destinada con el fin de impartir legalidad a las 

oportunidades en donde sea necesaria la presencia de un avaluador, toda vez que aquellos 

que realicen este tipo de actividad sin haber realizado la formalidad en mención incurrirán 

en el delito de Simulación de investidura o cargo, obteniendo una pena de prisión entre dos 

(2) a cuatro (4) años y una multa de 15 SMMLV. Al respecto transcribe la norma: 

“Artículo 9°. Ejercicio ilegal de la actividad del avaluador por persona no inscrita. 

Ejercer ilegalmente la actividad del avaluador será considerado como simulación de 

investidura o cargo y será sancionado penalmente en la forma descrita por el artículo 

426 de la Ley 599 de 2000; Actualmente ejercerá ilegalmente la actividad de 

avaluador, la persona que sin cumplir los requisitos previstos en esta ley, practique 

cualquier acto comprendido en el ejercicio de esta actividad.” 

Frente a ciertos casos en los que la persona desarrolle la actividad del avaluador sin estar 

inscrita, se puede considerar que simula tener investidura pública, y que se considera como 

una forma de usurpación de funciones lo que atenta contra la administración pública.2 

Luego entonces, en el caso en concreto, aun cuando el señor ARROYO THERAN, en el 

dicho del apoderado judicial de la parte demandada, posea muchos años de experiencia y  

trayectoria en la realización de este tipo de experticias, y aun cuando el Código General del 

Proceso no exija tal formalidad, no son razones suficientes para que esta instancia, en uso 

de la interpretación sistemática de la norma, desconozca la Ley 1673 del 2013, y deje de un 

lado la finalidad con la que fue promulgada esta directriz, pues con ello estaría patrocinando 

el ejercicio ilegalidad de una actividad, y en consecuencia, estaría incurriendo en la 

vulneración de los derechos de los interesados inmiscuidos en el presente proceso.  

En ese sentido, no se repondrá la decisión.  
 
Ahora, en cuanto a la interposición del recurso de apelación presentado como 
subsidiario del de reposición, sea lo primero advertir que el recurso de apelación 
está gobernado por un criterio taxativo, de suerte que sólo pueden ser objeto de 
alzamiento las providencias que expresamente establece la ley, sin que sea posible 
extenderlo a otro tipo de decisiones, por similares que sean a otras que si lo admitan, 
toda vez que, por ese camino, el intérprete provocaría una segunda instancia que 
el legislador no autorizó. 
 
 

                                                           
2 Tomado de “Comentarios a la nueva ley del avaluador”, Primera Edición, Autores: Ramón Madriñan Rivera 
y María Pérez Sánchez. 



Lo anterior para establecer que no se advierte que el auto que imprueba la validez 
del dictamen pericial presentado por un avaluador no registrado en la RAA, esté 
consagrado en el artículo 321 del C.G.P., - como tampoco en otra norma procesal 
aplicable al caso concreto -, como uno de aquellos pronunciamientos judiciales que 
pueden ser cuestionados a través del recurso de alzada. 
 
Razón más que suficiente para negar el recurso de alzada por ser improcedente. 
 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, este Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. NO REPONER el auto adiado 26 de junio de 2023, por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 

SEGUNDO: NEGAR por improcedente el recurso de apelación subsidiario 
interpuesto por el apoderado judicial del ejecutado en el presente proceso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

El Juez, 

 

 

Hernando  Santana Madera 

Juez(a) 

Juzgado Municipal - Promiscuo 001 Morroa - Sucre 
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